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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.
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El Congreso de Colombia 
 

DECRETA: 
 

CAPÍTULO I 
 

Objeto y definiciones 
 

Artículo 1°. Objeto. El objeto de la presente ley es garantizar y priorizar la inclusión 
de las juventudes rurales en el sistema nacional de reforma agraria y desarrollo rural, 
facilitando su acceso a la tierra y a proyectos productivos acordes a su plan de vida, el 
capital social campesino y comunitario, y a las condiciones de sus territorios; 
entendiéndose que la tierra, la productividad y la inclusión social y cultural son factores 
clave para fortalecer la autonomía, el empoderamiento, el reconocimiento social y el 
ejercicio de derechos de las y los jóvenes rurales.  
 
Artículo 2°. Definiciones.  
Juventud rural. Segmento poblacional de escasos recursos y sin tierra o con tierra 
insuficiente; construido socioculturalmente, con un vínculo especial de dependencia y 
apego a la tierra, con múltiples relacionamientos culturales, sociales, económicos y 
políticos. En su diversidad se pueden encontrar diferentes pertenencias culturales como 
la del campesinado, juventudes étnicas, indígenas, negritudes, afrodescendientes, 
raizales, palenqueras y Rom. 
 
Desarrollo rural. Proceso integrado para el mejoramiento de las condiciones de vida 
de las poblaciones asentadas en los territorios rurales, sus actividades productivas, 
producción de alimentos en garantía de la soberanía alimentaria, formación académica 
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y técnica, fortalecimiento de la sociedad civil y la democracia en el campo, equidad 
entre grupos de edad y géneros, con el fin de generar procesos ambientalmente 
sostenibles y de respeto a la diversidad étnica y cultural, que contribuya a la 
construcción de la paz estable y duradera y del buen vivir. Como objetivo se busca 
integrar la ruralidad del país en el desarrollo de la Nación.  
 
Actividad productiva rural. Una actividad productiva rural es aquella que genera 
utilidad económica y social en el ámbito rural, mediante labores agropecuarias, 
forestales, y pesqueras, o con el encadenamiento agroproductivo, o a través del 
comercio en cualquiera de las siguientes expresiones organizativas: agroturismo, 
producción de artesanías y otros campos de oportunidad, que pueden incluir actividades 
de mercadeo y de producción de bienes y servicios en el sector rural, ya sea dentro del 
marco de la economía de mercado o a través de modelos económicos alternativos que 
involucren nuevas formas de organización, producción, distribución, consumo e 
intercambio.  
 

CAPÍTULO II 
 

Acceso progresivo a la tierra para jóvenes rurales 
 

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 2° de la Ley 160 de 1994, el cual quedará así:  
 

AArrttííccuulloo  22°°.. Créase el Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural 
como mecanismo obligatorio de planeación, coordinación, ejecución, evaluación 
y seguimiento de las actividades dirigidas a la materialización de la reforma 
agraria y la reforma rural integral, desarrollando los mandatos y salvaguardas 
contenidas en el Acuerdo de Paz, con el fin de mejorar la calidad de vida, 
garantizar los derechos territoriales y los planes de vida de los trabajadores 
agrarios, y las personas, jóvenes rurales, comunidades campesinas, 
comunidades negras, afrocolombianas, raizales, palenqueras y pueblos indígenas 
y personas víctimas del conflicto armado, para proteger y promover la producción 
de alimentos, sus economías propias y consolidar la paz con enfoque territorial.  
 
El Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural estará conformado 
por los subsistemas que se describen en el artículo siguiente y por las entidades 
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cuya misionalidad está relacionada con el desarrollo rural y representantes de las 
comunidades campesinas, comunidades negras, afrocolombianas, raizales, 
palenqueras y pueblos indígenas, quienes deberán obrar con arreglo a las 
políticas gubernamentales, los principios que rigen el régimen agrario y los 
mandatos constitucionales en la materia.  
 
PPaarráággrraaffoo.. El Gobierno reglamentará la organización y funcionamiento del 
Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural, garantizando la 
participación activa de los pueblos indígenas, comunidades negras, 
afrocolombianas, raizales, palenqueras, campesinas y la consulta previa libre e 
informada cuando proceda.  
 
Las representaciones de las comunidades garantizarán la participación paritaria 
de jóvenes rurales en mínimo un 20% de la composición de las distintas 
instancias de participación, incluidas las instancias de los artículos 88, 89 y 90 de 
la presente ley; de los cuales al menos el 5% será de jóvenes rurales étnicos.  
 
El Gobierno reglamentará la organización y funcionamiento del Sistema Nacional 
de Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino.  

 
Artículo 4°. Modifíquese el artículo 4° de la Ley 160 de 1994, el cual quedará así:  
 

AArrttííccuulloo  44°°.. El Sistema se compone de ocho subsistemas, con atribuciones y 
objetivos propios, debidamente coordinados entre sí. Su planificación deberá 
considerar las necesidades y los intereses específicos de las mujeres campesinas, 
afrocolombianas e indígenas, y de las juventudes rurales; así como las garantías 
de los derechos territoriales de los pueblos indígenas y de las comunidades 
negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, y comunidades campesinas. 
Cada subsistema será liderado por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural 
en conjunto con una entidad adicional.  
 
Tales subsistemas son:  
1. De adquisición, adjudicación de tierras y de procesos agrarios para la reforma 
agraria, y garantía de derechos territoriales de las mujeres campesinas, las 
juventudes rurales, los campesinos, pueblos indígenas y de las comunidades 

negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, coordinado por la Agencia 
Nacional de Tierras. Las entidades territoriales también podrán participar en la 
cofinanciación con la ANT en la compra de tierras en favor de quienes sean 
sujetos de la reforma agraria y la reforma rural integral.  
2. De delimitación, constitución y consolidación de zonas de reserva campesina, 
delimitación, uso y manejo de playones y sabanas comunales y de organización 
y capacitación campesina coordinado por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural.  
3. De ordenamiento territorial y solución de conflictos socioambientales para la 
reforma agraria, respetando el derecho a la objeción cultural de los pueblos 
indígenas, y de las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y 
palenqueras, coordinado por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural.  
4. De acceso a derechos y servicios sociales básicos, infraestructura física, y 
adecuación de tierras, coordinado por la entidad que la Presidencia de la 
República designe.  
5. De investigación, asistencia técnica, capacitación, transferencia de tecnología 
y diversificación de cultivos coordinado por el Ministerio de Ciencia, Tecnología e 
Innovación.  
6. De estímulo a la economía campesina, familiar, comunitaria, de las economías 
propias indígenas y de las economías de las comunidades negras, 
afrocolombianas, raizales y palenqueras, comercialización y fomento 
agroindustrial, coordinado por el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo.  
7. De crédito agropecuario y gestión de riesgos, coordinado por el Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural.  
8. De delimitación, constitución y consolidación de territorios indígenas y de 
territorios colectivos de comunidades negras, afrocolombianas, raizales y 
palenqueras, delimitación, uso, manejo y goce de los mismos, y fortalecimiento 
de la formación desde los saberes propios, coordinado por el Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural. Para los fines del artículo 43 de esta ley, podrá 
contratarse con las estructuras propias de Gobierno indígena de acuerdo con la 
normatividad vigente.  

En desarrollo de los planes, programas y actividades de los subsistemas a que 
se refiere este artículo, el Gobierno garantizará la participación, la concertación 

y el diálogo social con los distintos actores presentes en los territorios priorizados 
por la Reforma Rural Integral.  
 
El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural podrá convocar a las sesiones de 
los subsistemas a entidades que no los integran de manera permanente, a los 
representantes de los pueblos indígenas y a los representantes de los gremios 
del sector cuando se considere relevante su participación.  
 
PPaarráággrraaffoo  11°°.. Lo establecido en el presente artículo se aplicará en armonía con 
las disposiciones establecidas en la normatividad civil vigente.  
 
PPaarráággrraaffoo  22°°.. Para efectos de lo dispuesto en los numerales 5 y 6, con el fin 
de garantizar la participación de las juventudes rurales, se entenderá por joven 
a las personas desde los catorce (14) años.  

 
Artículo 5°. Modifíquese el título y los numerales 7 y 9 del artículo 12 de la Ley 160 
de 1994, el cual quedará así:  
 
Son funciones de la Agencia Nacional de Tierras o quien haga sus veces:  
 
7. Otorgar subsidios directos que permitan la adquisición de tierras a los hombres y 
mujeres campesinos de escasos recursos que no la posean, a los minifundistas, a las 
juventudes rurales de escasos recursos y sin tierra o con tierra insuficiente, a los 
beneficiarios de los programas especiales que establezca el Gobierno nacional, a los 
jóvenes víctimas del conflicto armado, a mujeres campesinas jefes de hogar y a las que 
se encuentren en estado de desprotección social y económica por causa de la violencia, 
el abandono o la viudez y carezcan de tierra propia o suficiente, de conformidad con lo 
establecido en el Capítulo IV de esta ley.  
 
9. Realizar directamente programas de adquisición de tierras mediante negociación 
directa con los propietarios que las enajenen en la forma prevista en el Capítulo VI de 
esta ley, para redistribuirlas en favor de los hombres y mujeres campesinos de escasos 
recursos, los minifundistas, juventudes rurales de escasos recursos y sin tierra o con 
tierra insuficiente, comunidades indígenas, a los beneficiarios de los programas 
especiales que establezca el Gobierno nacional, a los jóvenes víctimas del conflicto 

armado, a los habitantes de regiones afectadas por calamidades públicas, mujeres 
campesinas jefes de hogar, o solas por causa de violencia, abandono o viudez y para 
reubicar ocupantes de zonas que deban someterse a un manejo especial o de interés 
ecológico.  
 
Artículo 6°. Adiciónese el literal e) al artículo 31 de la Ley 160 de 1994, el cual quedará 
así:  
 

AArrttííccuulloo  3311.. Modificado por el artículo 27 de la Ley 1151 de 2007.  
 
La Agencia Nacional de Tierras, o la entidad que haga sus veces, podrá adquirir 
mediante negociación directa o decretar la expropiación de predios, mejoras 
rurales y servidumbres de propiedad privada o que hagan parte del patrimonio 
de entidades de derecho público, con el objeto de dar cumplimiento a los fines 
de interés social y utilidad pública definidos en esta ley, únicamente en los 
siguientes casos:  
 
a) Para las comunidades indígenas, afrocolombianas y demás minorías étnicas 
que no las posean, o cuando la superficie donde estuviesen establecidas fuere 
insuficiente;  
b) Dotar de tierras a los campesinos habitantes de regiones afectadas por 
calamidades públicas naturales sobrevivientes;  
c) Para beneficiar a los campesinos, personas o entidades respecto de las cuales 
el Gobierno nacional establezca programas especiales de dotación de tierras o 
zonas de manejo especial o que sean de interés ecológico.  
d) Para beneficiar a mujeres rurales y campesinas de conformidad con el 
diagnóstico y priorización que realice el Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural en coordinación con el Ministerio de Igualdad y Equidad. El Programa de 
adjudicación para mujeres rurales aquí dispuesto deberá ser objeto de evaluación 
permanente para determinar la asignación de recursos necesarios para su 
ejecución, de modo que se mantenga hasta corregir la inequitativa distribución 
de derechos de propiedad que obra en perjuicio de las mujeres.  
e) Para beneficiar a las juventudes rurales de conformidad con el diagnóstico y 
priorización que realice el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural en 
coordinación con el Ministerio de Igualdad y Equidad o quién haga sus veces.  
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La Agencia Nacional de Tierras (ANT) deberá administrar y reportar la 
información de los programas de acceso a tierras en el Observatorio de Tierras 
Rurales, con categorías específicas en titulaciones individuales a hombres 
rurales, titulaciones individuales a mujeres rurales, titulaciones individuales a 
juventudes rurales, a campesinos, y conjuntas y a víctimas del conflicto armado; 
ello para todos los procesos de acceso a tierras y de forma progresiva para 
titulaciones realizadas anteriormente.  
 
PPaarráággrraaffoo.. Cuando se trate de la negociación directa de predios para los fines 
previstos en este artículo, así como de su eventual expropiación, el ANT o quién 
haga sus veces se sujetará al procedimiento establecido en esta ley.  

 
Artículo 7°. Modifíquese el artículo 4° del Decreto número 902 de 2017, el cual 
quedará así:  
 

AArrttííccuulloo  44°°.. Sujetos de acceso a tierra y formalización a título gratuito. Son 
sujetos de acceso a tierra y formalización a título gratuito los campesinos, 
campesinas, trabajadores, trabajadoras y las asociaciones con vocación agraria 
o las organizaciones cooperativas del sector solidario con vocación agraria y sin 
tierra o con tierra insuficiente, así como personas y comunidades que participen 
en programas de asentamiento y reasentamiento con el fin, entre otros, de 
proteger el medio ambiente, sustituir cultivos ilícitos y fortalecer la producción 
alimentaria, priorizando a la población rural victimizada, incluyendo sus 
asociaciones de víctimas, a juventudes rurales, las mujeres rurales, mujeres 
cabeza de familia y a la población desplazada, que cumplan concurrentemente 
los siguientes requisitos:  
 
1. No poseer un patrimonio neto que supere las mil trescientas sesenta y siete 
coma cincuenta y cuatro (1.367,54) Unidades de Valor Tributario (UVT) al 
momento de participar en el programa de acceso a tierras. 
2. No ser propietario de predios rurales y/o urbanos, excepto que se trate de 
predios destinados exclusivamente para vivienda rural o urbana, o que la 
propiedad que ostente no tenga condiciones físicas o jurídicas para la 
implementación de un proyecto productivo.  

3. No haber sido beneficiario de algún programa de tierras, salvo que se 
demuestre que las extensiones de tierra a las que accedió son inferiores a una 
UAF.  
4. No ser requerido por las autoridades para el cumplimiento o estar cumpliendo 
una pena privativa intramural de la libertad impuesta mediante sentencia 
condenatoria en firme, sin perjuicio de los tratamientos penales diferenciados 
que extingan la acción penal o la ejecución de la pena.  
5. No haber sido declarado como ocupante indebido de tierras baldías o fiscales 
patrimoniales o no estar incurso en un procedimiento de esta naturaleza. En este 
último caso se suspenderá el ingreso al RESO hasta que finalice el procedimiento 
no declarando la indebida ocupación.  
 
También serán sujetos de acceso a tierra y formalización a título gratuito quienes 
además de lo anterior, sean propietarios, poseedores u ocupantes despojados 
de su predio, y no clasifiquen como sujetos de restitución de tierras de 
conformidad con el artículo 75 de la Ley 1448 de 2011.  
 
PPaarráággrraaffoo  11°°.. Las personas que a la fecha de entrada en vigencia del presente 
decreto ley hayan sido declaradas o pudieren declararse como ocupantes 
indebidos o estén incursas en procedimientos de esta naturaleza, que ostenten 
las condiciones socioeconómicas y personales señaladas en el presente artículo 
serán incluidas en el RESO siempre que suscriban con la autoridad competente 
un acuerdo de regularización de la ocupación que prevea como mínimo la 
progresiva adecuación de las actividades de aprovechamiento del predio a las 
normas ambientales pertinentes y la obligación de restituirlo, cuando hubiere 
lugar a ello, una vez se haya efectuado la respectiva reubicación o 
reasentamiento. Lo anterior sin perjuicio de la zonificación ambiental y el cierre 
de la frontera agrícola.  
 
Los ocupantes indebidos en predios o territorios a los que se refiere el artículo 
22 del presente decreto ley, serán incluidos en el RESO sin que se exija lo previsto 
en el inciso anterior.  
 
PPaarráággrraaffoo  22°°.. Para efectos del ingreso al RESO a título gratuito de quienes 
tengan tierra insuficiente, al momento del cómputo del patrimonio neto, la 

Agencia Nacional de Tierras omitirá el valor de la tierra, siempre que se 
compruebe que la persona no tiene capacidad de pago.  
 
PPaarráággrraaffoo  33°°.. Para efectos del ingreso al RESO a título gratuito, al momento 
del cómputo del patrimonio, la Agencia Nacional de Tierras podrá omitir el valor 
de la vivienda siempre que su estimación atienda los rangos para la vivienda de 
interés social o prioritaria, según corresponda, y siempre que se compruebe que 
la persona no tiene capacidad de pago.  
 
PPaarráággrraaffoo  44°°.. Para que las cooperativas o asociaciones a las que se hace 
referencia en este artículo puedan ser sujetos de acceso a tierra o formalización, 
todos sus miembros deberán cumplir individualmente con las condiciones 
establecidas en el RESO.  

 
 

CAPÍTULO III 
 

Medidas para promover la inclusión productiva de los jóvenes rurales 
 
Artículo 8°. Proyectos productivos para las juventudes rurales. Se garantizará 
a las juventudes rurales las condiciones y oportunidades de participación en las políticas 
públicas, planes, programas y proyectos de desarrollo rural, propiciando su efectiva 
vinculación al desarrollo de la economía del sector rural. Los proyectos productivos para 
las juventudes rurales serán acordes a su plan de vida, promoverán actividades 
productivas tradicionales, e impulsarán actividades productivas innovadoras y viables 
técnica y financieramente que generen oportunidades de inclusión económica y social.  
 
Se asegurará la financiación de los proyectos productivos para las juventudes rurales, 
además de la formación y capacitación laboral, y acompañamiento continúo que 
requieran para llevarlos a una ejecución exitosa en articulación con el Ministerio de 
Agricultura, Ministerio del Trabajo y el SENA. Los proyectos productivos propenderán a 
fortalecer las prácticas y saberes propios, las economías populares, propias e 
interculturales, y la instalación de capacidades locales, teniendo en cuenta las 
condiciones territoriales y vocación del suelo, ya sea dentro del marco de la economía 
de mercado o a través de modelos económicos alternativos que involucren nuevas 
formas de organización, producción, distribución, consumo e intercambio. También se 

reconocerá el derecho al ocio y al esparcimiento como un componente de las iniciativas 
dirigidas a las juventudes rurales.  
 
De igual manera, las entidades públicas promoverán la constitución de veedurías 
ciudadanas que permitan la vigilancia y fiscalización de los recursos y actividades que 
se desarrollen dentro de los proyectos productivos para las juventudes rurales.  
 
Parágrafo 1°. Las entidades encargadas de implementar y asignar los proyectos 
productivos que generen inclusión económica y social de las juventudes rurales, le 
darán prioridad a aquellas presentadas por jóvenes víctimas del conflicto armado, 
debidamente registrados en el Registro Único de Víctimas (RUV) que se encuentren 
ubicados en subregiones PDET y las Zonas Más Afectadas por el Conflicto Armado 
(ZOMAC).  
 
Parágrafo 2°. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural a través de la Unidad de 
Planificación Rural Agropecuaria (UPRA) actualizará las plataformas o sistemas de 
registro que tenga la entidad con el objetivo de identificar a las juventudes rurales que 
desarrollen proyectos productivos en todo el territorio nacional.  
 
Parágrafo 3°. El Gobierno nacional, a través del Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural, desarrollará programas de educación para la inclusión económica y financiera, 
destinados a impulsar los proyectos productivos de la juventud rural.  
 
Artículo 9°. Fomento a los proyectos sostenibles. El Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural impulsará proyectos para las juventudes rurales que den respuesta a 
las necesidades de cada territorio, enmarcados en el principio de pertinencia, incluyendo 
los conceptos y prácticas de la agricultura campesina, étnica, familiar y comunitaria y 
la función social y ecológica de la propiedad. Estos proyectos podrán promover la 
sostenibilidad ambiental, la agroecología, el agroturismo, la soberanía alimentaria y el 
ocio. Asimismo, se fomentará el desarrollo de la agricultura regenerativa que aporte a 
la rehabilitación de los suelos y a la reversión del cambio climático.  
 
Parágrafo. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural elaborará y difundirá 
ampliamente un informe sobre los resultados de los procesos de seguimiento y 
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monitoreo de los proyectos dirigidos a la juventud rural, así como un balance de las 
experiencias obtenidas con una periodicidad de dos (2) años.  
 
Artículo 10. Asociatividad de las juventudes rurales. El Gobierno nacional y las 
entidades territoriales, promoverán y fortalecerán los procesos organizativos y la 
asociatividad de las juventudes rurales, dirigiendo su oferta institucional y garantizando 
su participación en proyectos productivos, comunitarios, sociales, ambientales y/o 
culturales. Con este fin, podrán brindar apoyo técnico, financiero e insumos a las 
unidades productivas colectivas y comunitarias donde participen juventudes rurales, 
procurando impulsar los procesos organizativos que faciliten la coordinación y 
participación de los distintos actores que hacen parte de las cadenas productivas, 
fomentando las Asociaciones de Iniciativas PúblicoPopulares y el fortalecimiento de los 
comités juveniles en las Juntas de Acción Comunal.  
 
Artículo 11. Trazador presupuestal de juventudes rurales. El Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público y el Departamento Nacional de Planeación definirá un 
trazador presupuestal de juventudes, con el fin de que las entidades que conforman el 
Presupuesto General de la Nación identifiquen las asignaciones presupuestales para la 
referida finalidad, preparen y presenten anualmente un informe de los recursos y los 
resultados obtenidos en la vigencia inmediatamente anterior, así como de los recursos 
apropiados para la vigencia en curso.  
 
El informe mencionado en el inciso anterior deberá presentarse y socializarse a más 
tardar en el mes de abril ante las comisiones económicas y quintas constitucionales del 
Congreso de la República. En la elaboración del Plan Operativo Anual de Inversiones 
que prioriza el Departamento Nacional de Planeación, se identificarán los proyectos de 
inversión que dispondrán del trazador presupuestal a que hace referencia el inciso 
anterior.  
 
Dentro del trazador de juventudes se deberá incluir un marcador especial de juventudes 
rurales que permita identificar las principales apropiaciones e inversiones destinadas a 
las juventudes rurales, enmarcado en el desarrollo del artículo 361 sobre Metodología 
para la creación e implementación de trazadores presupuestales de la Ley 2294 del 
2023.  
 

Para su implementación se priorizarán los territorios con Programas de Desarrollo con 
Enfoque Territorial (PDET) y las Zonas Más Afectadas por el Conflicto Armado (ZOMAC).  
 
Artículo 12. Divulgación, capacitación y racionalización de trámites. Las 
entidades que desarrollan políticas públicas, estrategias, planes, programas, proyectos 
y administran fondos orientados al sector rural, deberán garantizar el acceso efectivo 
de las juventudes rurales a su oferta institucional, a través de la divulgación y 
capacitación por medios idóneos y flexibles.  
 
Además, brindarán acompañamiento técnico en todas las fases de los procesos, 
garantizando su seguimiento y evaluación, así como la aplicación de la ley 2052 de 
2020, sobre racionalización de trámites, o la norma que haga sus veces.  
 
Artículo 13. Acceso a productos financieros. Las juventudes rurales tendrán 
acceso a las garantías dadas por el Fondo Agropecuario de Garantías (FAG), para 
respaldar los créditos relacionados con las actividades productivas rurales, siempre que 
cumplan las condiciones establecidas en el reglamento operativo del fondo.  
 
Adicional a lo anterior, el Gobierno nacional podrá diseñar y adoptar líneas especiales 
de crédito para las juventudes rurales, destinadas al subsidio de la tasa de interés de 
los créditos del Sistema Nacional de Crédito Agropecuario.  
 
Artículo 14. Gobernanza juvenil del territorio. El Gobierno garantizará la 
participación, la concertación y el diálogo social con las juventudes que hacen parte de 
los territorios.  
 
Artículo 15. Promoción de la Innovación, el Emprendimiento, el desarrollo y 
las redes de comercialización y el uso de las Tecnologías de la Información y 
la Comunicación (TIC), para las juventudes rurales. El Gobierno nacional y las 
entidades territoriales promoverán la Innovación, el Emprendimiento, el desarrollo y las 
redes de comercialización y el uso de las Tecnologías de la Información y la 
Comunicación (TIC), para las juventudes rurales en el Sector Agropecuario mediante:  
 

• Programas conjuntos entre el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, 
el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y el Servicio Nacional de 

Aprendizaje (SENA), para apoyar sistemas de innovación agropecuaria que 
integren investigación, tecnología y participación de las juventudes rurales. 
Además, se enfocarán en mejorar la conectividad digital en las áreas rurales.  
 
• Diseñar e implementar programas de formación en emprendimiento y 
comercialización para juventudes rurales, con participación de las entidades de 
educación superior pertinentes y el fomento de creación de plataformas digitales 
que permitan a los jóvenes rurales facilitar la comercialización de sus productos 
y servicios con mercados nacionales.  
 
• La promoción de programas de formación en competencias digitales y 
tecnológicas, adaptados a las necesidades y características de las juventudes 
rurales, con el objetivo de capacitarlos para utilizar las TIC en sus proyectos 
productivos.  
 
• Establecer sistemas de seguimiento y evaluación para medir el impacto y el 
cumplimiento de las metas, de los objetivos y de los proyectos productivos 
liderados por las juventudes rurales.  

 
Artículo 16. Arraigo cultural. A partir de la entrada en vigencia de la presente ley 
se autoriza al Ministerio de las Culturas, las Artes y los Saberes o a quien haga sus 
veces, para que, junto con las entidades territoriales, crearán y podrán a disposición de 
los jóvenes, nuevos programas que fortalezcan el arraigo cultural de la juventud rural 
a su territorio, desde una pedagogía que vincule la Cultura de Paz y la apropiación de 
la Reforma Rural Integral. Así mismo, trabajará en territorializar la oferta cultural y 
artística ya existente dirigiéndola a las juventudes rurales en sus territorios.  
 
Artículo 17 (Nuevo). Formación Técnica educación en las juventudes rurales. 
El Ministerio del Trabajo en articulación con el Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural y el SENA, creará programas de formación V capacitación técnica. Los programas 
técnicos deberán contar con desarrollos formativos dirigidos exclusivamente para 
fortalecer los saberes y las prácticas de las economías populares del sector rural, con 
el fin impulsar las actividades productivas.  

Parágrafo. El Ministerio del Trabajo en articulación con el Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural y el SENA, dentro del año siguiente a la entrada en vigencia de la 
presente ley realizará las respectivas gestiones para desarrollar los programas de 
formación y capacitación técnica en las juventudes rurales a las que hace referencia el 
artículo 8° de la presente ley.  
 
Artículo 18 (Nuevo). Porcentaje destinado a la contratación juvenil rural en los 
proyectos productivos. Se deberá destinar un porcentaje, del que indica el literal a) del 
artículo 7° de la Ley 2046 de 2020 para contratar con juventudes rurales que desarrollen 
proyectos productivos entre los 15 y 28 años. Este porcentaje será reglamentado a 
través del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural.  
 
Parágrafo. Para la contratación de menores de edad de las juventudes rurales entre 
los 15 y 17 años requieren la respectiva autorización expedida por el Inspector de 
Trabajo o, en su defecto, por el Ente Territorial Local y gozarán de las protecciones 
laborales consagrados en el régimen laboral colombiano, las normas que lo 
complementan, los tratados y convenios internacionales ratificados por Colombia, la 
Constitución Política y los derechos y garantías consagrados en el artículo 35 de la Ley 
1098 de 2006.  
 
Artículo 19 (Nuevo). Las autoridades competentes, del nivel territorial y del nivel 
nacional, proveerán mecanismos de asesoría, representación y formación especial a 
jóvenes rurales, en pro de la superación de las barreras que les dificultan la asignación, 
reconocimiento y protección de sus derechos sobre la tierra.  
 
Artículo 20 (Nuevo). El Gobierno garantizará la inclusión de las juventudes rurales 
en el Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural, facilitando su acceso a 
la tierra y a proyectos productivos acordes a su plan de vida, teniendo en cuenta el 
Marco Fiscal de Mediano Plazo y las Proyecciones de Gastos de mediano plazo de todos 
los sectores involucrados en su ejecución.  
 
Artículo 21. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga las normas que le sean contrarias. 
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Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado de 
la República del día 19 de junio de 2025 al PROYECTO DE LEY No. 208 DE 2024 
SENADO – 252 DE 2023 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE INCLUYE A LAS 
JUVENTUDES RURALES EN EL SISTEMA NACIONAL DE REFORMA AGRARIA Y 
DESARROLLO RURAL, SE GARANTIZA SU ACCESO A LA TIERRA, A PROYECTOS 
PRODUCTIVOS, A FORMACIÓN ACADÉMICA Y TÉCNICA, Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
ANDREA PADILLA VILLARRAGA  CATALINA DEL SOCORRO PÉREZ 
Coordinadora Ponente    Coordinadora Ponente 
 
 

 
 

DIDIER LOBO CHINCHILLA 
Ponente 

 
 

El presente Texto Definitivo, fue aprobado en Sesión Plenaria del Senado de la República 
del día 19 de junio de 2025, acogiendo el texto aprobado en la Plenaria de la Cámara de 
Representantes, publicado en la Gaceta No. 1216/2024. 
 
 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  
 
 
Elaboró – Sarly Novoa  
Revisó – Ruth Luengas Peña – Jefe de Leyes 
Revisó – Dr. Diego Alejandro González – Secretario General  
Revisó – H.S. Ponente. 

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 19 DE JUNIO DE 2025 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 236 DE 

2024 SENADO, 259 DE 2023 CÁMARA

por medio de la cual se modifica la Ley 1176 de 2007 en lo relacionado con los recursos de agua potable y 
saneamiento básico del Sistema General de Participaciones.

 

SECCIÓN DE LEYES 

 

AQUÍ VIVE LA DEMOCRACIA 
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TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 19 DE JUNIO DE 2025 AL PROYECTO DE LEY No. 236 DE 2024 
SENADO – 259 DE 2023 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA LA LEY 
1176 DE 2007 EN LO RELACIONADO CON LOS RECURSOS DE AGUA POTABLE Y 

SANEAMIENTO BÁSICO DEL SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES” 
  

El Congreso de la República de Colombia 

DECRETA: 

ARTÍCULO 1°. OBJETO. La presente ley tiene como objeto dar mayor eficacia a los recursos 
del Sistema General de Participaciones (SGP) que son asignados a los municipios para financiar 
la prestación de los servicios de Agua Potable y Saneamiento Básico (APSB), facilitando el 
proceso por el cual los municipios pueden usar los excedentes de los recursos destinados para 
subsidios, una vez se cumpla con la cobertura de las necesidades de subsidios a los usuarios 
de menores ingresos de la entidad territorial.  

ARTÍCULO 2°. Modifíquese el parágrafo segundo, y adiciónese un parágrafo transitorio al 
artículo 11 de la Ley 1176 de 2007, el cual quedará así:  

PARÁGRAFO SEGUNDO. De los recursos de la participación para agua potable y saneamiento 
básico que corresponda a cada municipio clasificado en categorías 2ª, 3ª, 4ª, 5ª y 6ª, se 
deberán garantizar presupuestalmente la atención del pago de subsidios que se otorguen a los 
estratos subsidiables, tal como se señala en el literal a) del presente artículo.  

Una vez el municipio cumpla con sus obligaciones en materia de subsidios, podrá hacer uso de 
los recursos restantes por concepto del giro del Sistema General de Participaciones para Agua 
Potable y Saneamiento Básico, en las demás actividades del sector que contempla este artículo.  

PARÁGRAFO TERCERO. Las entidades territoriales deberán promover la participación 
ciudadana en la planificación y seguimiento de los proyectos financiados con los recursos 
liberados, garantizando la publicidad. 

PARÁGRAFO TRANSITORIO. Autorízase a las entidades territoriales para que por una única 
vez, dentro del año siguiente a la entrada en vigencia de la presente ley, liberen los recursos 
que se encuentran en los Fondos de Solidaridad y Redistribución de Ingresos por concepto del 
Sistema General de Participaciones del sector Agua Potable y Saneamiento Básico, que hayan 
sido girados a estos Fondos para el pago de subsidios y que no se requieran para ello, a fin de 
que puedan ser utilizados en las demás actividades del sector que contempla este artículo. Los 

 

SECCIÓN DE LEYES 

 

AQUÍ VIVE LA DEMOCRACIA 

 

Edificio Capitolio Nacional – Primer Piso   Teléfonos  3825381    3825186 

 

 

recursos correspondientes a superávits de aportes solidarios deberán permanecer en el fondo 
de solidaridad y redistribución del ingreso de acuerdo con la normatividad vigente. Las 
entidades territoriales elaborarán un informe público final sobre la utilización de los recursos 
del Fondo de Solidaridad y Redistribución de ingresos por concepto del Sistema General de 
Participaciones del sector Agua Potable y Saneamiento Básico, sobre la liberalización de 
recursos.  

ARTÍCULO 3°. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 

 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, 
me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado de la República 
del día 19 de junio de 2025 al PROYECTO DE LEY No. 236 DE 2024 SENADO – 259 DE 
2023 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA LA LEY 1176 DE 2007 EN LO 
RELACIONADO CON LOS RECURSOS DE AGUA POTABLE Y SANEAMIENTO BÁSICO 
DEL SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
JAIRO ALBERTO CASTELLANOS SERRANO  
Senador Ponente 
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del Senado de 
la República del día 19 de junio de 2025, acogiendo el texto propuesto para segundo debate. 
 
 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  
 
Elaboró – Sarly Novoa  
Revisó – Ruth Luengas Peña – Jefe de Leyes 
Revisó – Dr. Diego Alejandro González – Secretario General  
Revisó – H.S. Ponente. 
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TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 19 DE JUNIO DE 2025 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 341 DE 

2024 SENADO

por medio de la cual se establece el procedimiento, mecanismo, instancias y elementos para la definición, 
monitoreo y ajuste de la Unidad de Pago por Capitación (UPC) y presupuestos máximos, del Sistema 

General de Seguridad Social en Salud y se dictan otras disposiciones.

 

SECCIÓN DE LEYES 

 
TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 

REPÚBLICA DEL DÍA 19 DE JUNIO DE 2025 AL PROYECTO DE LEY No. 341 DE 
2024 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE ESTABLECE EL PROCEDIMIENTO, 

MECANISMO, INSTANCIAS Y ELEMENTOS PARA LA DEFINICIÓN, MONITOREO Y 
AJUSTE DE LA UNIDAD DE PAGO POR CAPITACIÓN UPC Y PRESUPUESTOS 
MÁXIMOS, DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD Y SE 

DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 
  

 
El Congreso de Colombia 

 
Decreta 

 
 
Artículo 1. Objeto. La presente Ley tiene por objeto establecer el procedimiento, 
mecanismo de definición, monitoreo y ajuste de la Unidad de Pago por Capitación (UPC) y 
Presupuestos Máximos, vigente para cada año, con el propósito de garantizar el derecho 
fundamental a la salud de los afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud 
(SGSSS) y la sostenibilidad del mismo, todo ello bajo los principios de transparencia, 
participación, rigor técnico y eficiencia.  
 
Artículo 2. Comité de Expertos para la definición, monitoreo y ajuste de la UPC. 
Confórmese el Comité de Expertos como organismo asesor adscrito al Ministerio de Salud 
y Protección Social de carácter permanente y técnico, el cual emitirá conceptos técnicos, 
jurídicos, económicos, actuariales y/o financieros con carácter vinculante para efectos de 
definir, cuantificar, monitorear y ajustar la Unidad de Pago por Capitación (UPC) cada año 
y los Presupuestos Máximos o tecnologías en salud no incluidas en la UPC. 
 
El carácter vinculante de sus conceptos técnicos prevalecerá, salvo objeción motivada y 
pública del Ministro de Salud y Protección Social, basada exclusivamente en razones de 
conveniencia fiscal debidamente soportadas por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
y que no comprometan el núcleo esencial del derecho fundamental a la salud. 
 
Artículo 3. Integrantes del Comité de Expertos. El Comité de Expertos estará 
integrado de la siguiente forma:  
 

a) Será presidido por el (la) Ministro (a) de Salud y Protección Social, quien ejercerá su rol 
de forma indelegable, respetando la independencia y autonomía del Comité de Expertos. 
No obstante, si por causa de fuerza mayor no pudiere estar presente el Ministro de Salud 
y Protección Social, el Comité de Expertos podrá ser presidido por cualquiera de los 
miembros de manera aleatoria; no siendo su ausencia motivo de impedimento para realizar 
la respectiva sesión.  
 
b) Un (a) (1) representante del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, quien deberá ser 
el (la) Ministro (a) en funciones o el Viceministro (a) Técnico (a).  
 
c) Un (a) (1) representante del Departamento Nacional de Planeación, ejercido por el (la) 
Director (a) en funciones o el subdirector (a) delegado. 
 
d) Seis (6) expertos con amplio reconocimiento académico y profesional en los sectores de 
la salud, economía de la salud, ciencias actuariales y/o seguridad social, elegidos por 
mayoría simple de sus miembros, de ternas propuestas por cada uno de los siguientes 
actores:  
 
e) Centros de investigación en salud (un representante).  
 
f) Centros de investigación en economía de la salud (un representante).  
 
g) Asociación Colombiana de Universidades (un representante).  
 
h) Prestadores de salud públicos y privados a través de sus respectivos gremios (un 
representante).  
 
i) EPS públicas y privadas a través de sus respectivos gremios (un representante).  
 
j) Asociaciones de Usuarios, pacientes o enfermedades de alto costo y/o enfermedades 
huérfanas y afiliados de las EPS (un representante).  
 
Parágrafo 1. Los seis (6) expertos serán designados para periodos fijos de cuatro (4) 
años, no estarán sujetos a las disposiciones que regulan la carrera administrativa, no siendo 
sujetos a libre nombramiento y remoción; y podrán ser reelegidos por una única vez. Del 
periodo de cuatro años, estarán los dos (2) últimos años del gobierno que los elige y dos 
(2) años del gobierno siguiente.  

 

 
Parágrafo 2. Podrán asistir como invitados permanentes al Comité de Expertos, con voz 
y sin voto, representantes del Instituto de Evaluación Tecnológica en Salud, la 
Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud - ADRES, 
la Asociación Colombiana de Actuarios, la Cuenta de Alto Costo, la Superintendencia de 
Salud, la Contraloría General de la República, Procuraduría General de la Nación, la 
Defensoría del Pueblo y dos (2) delegados de las Comisiones Séptimas del Congreso de la 
República.  
 
Parágrafo 3. Los seis (6) expertos con amplio reconocimiento académico y profesional 
referidos en este artículo deberán certificar su experiencia en los sectores de la salud, 
economía de la salud, ciencias actuariales y/o seguridad social, según corresponda, para la 
conformación de la respectiva terna y su posterior elección. 
 
Parágrafo transitorio: Para la conformación del primer periodo del Comité de Expertos, 
sus miembros serán elegidos por los delegados del Gobierno Nacional. Tres (3) de los seis 
(6) integrantes electos por ternas tendrán un periodo que durará por el primer periodo dos 
(2) años.  
 
Artículo 4. Funciones del Comité de Expertos. Las funciones indelegables del Comité 
de Expertos serán las siguientes:  
 
1. Definir los servicios financiados con cargo a la Unidad de Pago por Capitación – UPC – 
con criterios de inclusión de servicios y tecnologías a financiarse, considerando, entre otras, 
variables como tecnologías obsoletas o en desuso o potenciales candidatas para exclusión 
y la adherencia de los tratamientos, teniendo en cuenta los conceptos técnicos de entidades 
como el IETS, el Invima, las sociedades científicas y la academia y el carácter de especial 
interés de patologías como las enfermedades huérfanas.  
 
2. Proponer al Ministerio de Salud y Protección Social los indicadores de satisfacción de 
usuarios, indicadores de salud y de uso eficiente de recursos, su evaluación y la definición 
de incentivos para los actores del sistema que acrediten un buen desempeño y su 
cumplimiento. 
 

2.1 Proponer al Ministerio de Salud y Protección Social una metodología de cálculo 
de la siniestralidad agregada del sistema, por régimen, EPS y cohortes de riesgo que 
permita entender su evolución y hacer proyecciones.  Además, será el encargado de 

realizar la medición periódica de los indicadores y desarrollar un mecanismo de 
monitoreo público. 

 
3. Definir de manera vinculante el valor de la UPC vigente para el año siguiente, así como 
los valores asociados a copagos y cuotas moderadoras para cada vigencia, con expedición 
anterior al 30 de diciembre de cada año.  
 
4. Realizar anualmente el informe de suficiencia y los mecanismos de ajuste de riesgo para 
el cálculo de la UPC, Presupuestos Máximos o tecnologías no incluidas en la UPC y 
presentarlo al Ministerio de Salud y Protección Social, Congreso de la República y 
representantes de las partes interesadas del sector salud. Este pronunciamiento será 
publicado para recibir comentarios y aportes hasta antes del 30 de noviembre de cada 
anualidad.  
 
5. Formular estudios técnicos sobre temas asociados al SGSSS, incluyendo financiamiento, 
flujo de los recursos en el sistema, utilización de los servicios de salud, los cuales serán de 
consulta pública y sometidos a revisión académica.  
 
6. Proponer al Gobierno Nacional la formulación y ejecución de planes de saneamiento de 
las cuentas de servicios y tecnologías en salud, financiados y no financiados con cargo a la 
UPC.  
 
7. Definir el reajuste, la activación del mecanismo de cobertura y pago contenido en el 
artículo 10 de esta ley, cuando se determine que la UPC asignada, Presupuestos Máximos 
o tecnologías no incluidas en la UPC son insuficientes para asumir los servicios en salud de 
la población afiliada.  
 
8. Identificar y formular recomendaciones tendientes a contar con datos confiables y 
oportunos en tiempo real, al interior del sistema único de Información, orientado a la 
transparencia en la utilización de los recursos de salud.  
 
Parágrafo 1. El acto administrativo mediante el cual se define la UPC vigente para cada 
año deberá contar con una nota técnica que contenga su metodología por parte de dos 
universidades con amplia presencia nacional, definidas por el Comité de Expertos.  A su 
vez, dicha metodología y los datos, serán de acceso público y se contará con un canal 
virtual habilitado por la Secretaría Técnica del Comité, que permita consultar, realizar 
recomendaciones y sugerencias de manera continua por parte de agentes públicos y 
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privados especializados en la materia. Se informará oficialmente acerca de la apertura de 
dicho canal a los actores a que se hace referencia en el presente inciso tales como 
organismos de control fiscal, instituciones de educación superior, órganos y comités 
autónomos entre otros; y al Congreso de la República, para realizar la revisión previa 
proyecto normativo de dicho acto administrativo, a partir de su primera versión.  
 
Parágrafo 2. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público garantizará las apropiaciones y 
adiciones presupuestales, así como el giro oportuno, a que haya lugar para sufragar la UPC 
y Presupuestos Máximos o tecnologías en salud no incluidas dentro de la misma, que defina 
el Comité, las cuales deberán incluirse en el Presupuesto General de la Nación y ajustarse 
dentro del Marco Fiscal de Mediano Plazo del año correspondiente, so pena de las sanciones 
de carácter disciplinario o penal, que interponga la autoridad competente por su 
incumplimiento.  
 
Parágrafo 3. Las funciones y decisiones a cargo del Comité deberán ser debidamente 
soportadas y documentadas, acreditando el cumplimiento y el cuidado de los requisitos, 
atributos e información que soporta la operación del Comité. Dicha debida diligencia deberá 
quedar consagrada en actas e informes que harán parte integral de los actos 
administrativos proferidos por el Comité y serán de público conocimiento.  
 
Parágrafo 4. El director de Regulación de Beneficios Costos y Tarifas del Aseguramiento 
en Salud asumirá las funciones de Secretaría Técnica del Comité.  
 
Artículo 5. Requisitos generales para definir la Unidad de Pago por Capitación 
(UPC). En los estudios técnicos y estadísticos que sustenten la definición de la UPC deben 
evidenciarse los siguientes principios:  
 
1 Equidad: El valor de la UPC debe representar de manera efectiva la tasación de las 
condiciones objetivas del riesgo.  
 
2. Suficiencia: La UPC debe cubrir la tasa de riesgo y los costos propios de la operación, 
tales como el costo de la atención en salud, los costos de afiliación, costos administrativos 
y mecanismos de fortalecimiento patrimonial para cumplir con los indicadores financieros, 
así como los costos asociados a la gestión eficiente del riesgo en salud y a la innovación 
tecnológica costo-efectiva.  

 

3. Homogeneidad: Los elementos de la muestra objeto de estudio deben tener 
características comunes de tipo cualitativo y cuantitativo, seleccionados bajo criterios 
aleatoriedad e independencia.  
 
4. Representatividad: El tamaño de la muestra debe corresponder a un número objetivo 
de elementos de la población que garantice un nivel de significancia y cubra un periodo 
adecuado de manera que el cálculo de los estimadores presente un bajo nivel de error. En 
patologías huérfanas se deben considerar tamaños de muestra que se proporcionales con 
su naturaleza.  
 
5. Calidad: la información utilizada para la tasación de la UPC debe cumplir con criterios 
de calidad estadística que aseguren la representatividad para la población a asegurar.  
 
6. Continuidad: la definición y ajustes oportunos al valor de la UPC deberán realizarse de 
manera ininterrumpida y sin poner en riesgo la persistencia y la continuidad en la prestación 
de los servicios de salud y la garantía del derecho a la salud. 
 
Parágrafo. Estos mismos principios serán tenidos en cuenta para efectos del cálculo, y 
reajustes de Presupuestos Máximos o tecnologías en salud no incluidas dentro la UPC.  
 
Parágrafo transitorio: Para establecer la UPC del régimen subsidiado, así como de su 
posible igualación con la UPC del régimen contributivo, deberá considerarse la información 
de un periodo de dos (2) años y de calidad para realizar el cálculo de la misma. 
 
Artículo 6. Metodología para el cálculo de la Unidad de Pago por Capitación 
(UPC). Para el cálculo de la UPC se deberán tener en cuenta como mínimo los siguientes 
elementos:  
 

a) Actualización de precios (inflación), tendencias de demanda;  
b) Evolución del costo medio de servicios y tecnologías o de los precios financiados 

con la UPC. 
c) Ajustes por siniestros incurridos, reportados y no reportados;  
d) Evolución de frecuencias, consumo de servicios y tendencias de demanda. 
e) Ajustes por siniestros incurridos. 
f) Tasas de cambio e interés;  
g)  Indicadores de salud pública como adherencia y latencia, entre otros.  
h)  Impacto de nuevas tecnologías y cambios en guías de práctica clínica,    

 

     debidamente evaluados. 
i) Los demás que sean necesarios. 

 
Adicionalmente, como mínimo los siguientes factores de ajuste de riesgo:  
 
I. Sexo,  
II. Edad,  
III. Carga de la enfermedad;  
IV. Gestión de la enfermedad reflejada en el costo promedio de los afiliados, ubicación 
geográfica y situación laboral; siempre y cuando se demuestre que cada una de las variables 
incide en la suficiencia de la UPC.  
 
Parágrafo. Todos los actores del sector salud, incluyendo las EPS, IPS y demás 
proveedores, estarán obligados a reportar anualmente la información que 
reglamentariamente determine el Ministerio de Salud, conforme a los lineamientos 
establecidos por el Comité de Expertos para el cálculo de la suficiencia de la UPC.  Esta 
información deberá cumplir con criterios de calidad, oportunidad, completitud y veracidad, 
y servirá como insumo para contrastar y mejorar la calidad de las bases de datos del 
sistema.  
 
Artículo 7. Esquema de datos abiertos para el SGSSS. Para promover la transparencia 
y adecuada toma de decisiones en el SGSSS, las entidades estatales implementarán 
medidas regulatorias y dispondrán de los recursos tecnológicos para que todos sus actores 
accedan a la información del Sistema en tiempo real, de acuerdo a sus competencias.  
 
El Ministerio de Salud y Protección Social, en coordinación con el Ministerio de las 
Tecnologías, información y Comunicaciones, fortalecerá la plataforma de inscripción en 
línea de facturación, y su interoperabilidad que permitirá identificar de manera clara cada 
una de las fuentes de los recursos de salud; y establecer los costos reales de la prestación 
del servicio de salud en las redes propias y de terceros, al nivel de cada paciente del 
sistema, de forma que se pueda rastrear el uso y correcta ejecución de los recursos del 
sistema. Este registro utilizará los principios de la facturación electrónica y permitirá 
identificar con precisión la base para definir la suficiencia de la UPC, los excesos de consumo 
y los valores de Presupuestos Máximos o tecnologías en salud no incluidas dentro la UPC.  
 
Artículo 8. Operaciones mercantiles en el marco del SGSSS. Adiciónese un parágrafo 
al artículo 3 de la Ley 2024 de 2020, en el siguiente sentido: “Parágrafo 2°: En las 

operaciones mercantiles que se realicen en el marco del SGSSS, los proveedores y 
prestadores de servicios de salud deberán radicar las facturas de los servicios prestados en 
un plazo máximo de tres (3) meses siguientes a la fecha de la finalización de la prestación 
del servicio. La Superintendencia Nacional de Salud deberá verificar el cumplimiento de esta 
disposición e imponer las sanciones por su incumplimiento.”  
 
Artículo 9. Elementos de Control. Serán elementos de control y seguimiento del informe 
del Comité de Expertos los siguientes:  
 

a) Publicidad: El acto administrativo que define año a año el valor de la UPC y el que 
modifican los servicios de salud asumidos con cargo a la UPC, deberá ser conocido 
y comentado por la ciudadanía según lo establecido en los lineamientos de técnica 
normativa y regulatoria del Ministerio de Salud y Protección Social, en un término 
no inferior a 30 días calendario.  
 
b) Revisión periódica: El Comité de Expertos que define la UPC, se reunirá por lo 
menos dos (2) veces adicionales durante el año, en los meses de mayo y septiembre 
para revisar que la definición de la UPC y los Presupuestos Máximos o tecnologías 
en salud no incluidas dentro la UPC sean suficientes. Este comité podrá adoptar los 
reajustes correspondientes para el periodo restante siempre que se evidencien y 
prueben situaciones no previstas al inicio del año y que afecten de manera sustancial 
las variables de cálculo inicial, ajustado al Marco Fiscal de Mediano Plazo del sector 
salud.  
 
c) Veeduría y transparencia: Las Comisiones VII de la Cámara y del Senado 
convocarán en sesión conjunta a los actores del SGSSS y demás entidades 
pertinentes, durante el segundo semestre de cada año para analizar la situación 
financiera del sector salud, la suficiencia y dinámica de flujo de los recursos 
destinados al sistema, así como la calidad del servicio prestado. Del resultado de 
dichas sesiones elaborará recomendaciones oportunas a los actores, prestadores y 
al Gobierno Nacional para que adopten las medidas pertinentes.  

 
 
Artículo 10. Mecanismo de cobertura y pago. El Gobierno Nacional, a través del 
Ministerio de Salud y Protección Social y Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
dispondrán un mecanismo de cobertura y pago, con recursos adicionales a la UPC y/o 
Presupuestos Máximos o tecnologías en salud no incluidas dentro la UPC, con cargo al 
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Presupuesto General de la Nación, para asumir de manera excepcional el aumento en la 
siniestralidad, así como los mayores costos en salud de las enfermedades, huérfanas y otras 
tecnologías de alto valor.  
 
Dicho mecanismo establecerá el tope máximo de siniestralidad, a partir del cual, las 
tecnologías y servicios en salud que lo excedan serán asumidos directamente por el 
Ministerio de Salud y Protección Social, bajo la modalidad de pago directo, velando por la 
sostenibilidad del SGSSS y el flujo de recursos a los diferentes actores.  
 
El Gobierno Nacional reglamentará las condiciones de funcionamiento y administración de 
dicho mecanismo en los tres (3) meses siguientes a la entrada en vigencia de esta ley.  
 

 
Artículo 11. Sanciones. El incumplimiento de lo dispuesto en la presente constituirá una 
falta gravísima, y acarreará las sanciones, penales y disciplinarias a que haya lugar, sin 
perjuicio del ejercicio de veeduría ciudadana a que haya lugar contra el funcionario que 
incumpla esta ley.  
 
 

Artículo 12. Formación e Investigación en Parámetros Técnicos en Seguridad 
Social. El Gobierno Nacional a través del Ministerio de Educación en coordinación con el 
Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación y el Ministerio de Relaciones Exteriores, en 
armonía con lo dispuesto en el artículo 30 de la Ley 2136; fomentarán la formación e 
investigación en áreas de la economía de la salud, ciencias actuariales y/o seguridad social; 
con el fin de contar con el capital humano suficiente para el análisis y adecuado manejo de 
recursos y toma de decisiones en materia del Presupuesto del Sistema General de Seguridad 
Social.  
 
 
Artículo 13. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de su sanción y 
deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 
 
 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado de 
la República del día 19 de junio de 2025 al PROYECTO DE LEY No. 341 DE 2024 
SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE ESTABLECE EL PROCEDIMIENTO, 
MECANISMO, INSTANCIAS Y ELEMENTOS PARA LA DEFINICIÓN, MONITOREO Y 

AJUSTE DE LA UNIDAD DE PAGO POR CAPITACIÓN UPC Y PRESUPUESTOS 
MÁXIMOS, DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD Y SE 
DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
HONORIO MIGUEL HENRIQUEZ PINEDO  NORMA HURTADO SANCHEZ  
Coordinador Ponente      Ponente  
 
 
 
 

MIGUEL ANGEL PINTO HERNANDEZ 
Ponente 

  
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 19 de junio de 2025, de conformidad con el texto propuesto para 
segundo debate. 
 
 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  
 
 
 
Elaboró – Sarly Novoa  
Revisó – Ruth Luengas Peña – Jefe de Leyes 
Revisó – Dr. Diego Alejandro González – Secretario General  
Revisó – H.S. Ponente. 
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